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Derechos de los consumidores 
Consumidora es toda persona que satisface una ne-
cesidad, una carencia o simplemente un deseo, obte-
niendo bienes o servicios, bien sea a título gratuito 
u oneroso. Consumimos alimentos para satisfacer 
el hambre o la necesidad fundamental de nutrirnos, 
consumimos agua en múltiples propósitos (como 
bebida, como líquido para el aseo personal, como 
elemento fundamental en la agricultura por ejem-
plo), consumimos ropa, calzado, libros, combus-
tible para desplazarnos o utilizamos el servicio 
público de transporte, utilizamos internet, 
energía eléctrica y así, muchas de nuestras ac-
tividades cotidianas pasan por consumir bie-
nes y servicios, que en nuestros días, hacen 
parte de un modelo económico donde hay 
un grupo de personas que producen esos 
bienes, o prestan esos servicios y otro 
grupo que los consume. 

Con posterioridad a la mercantiliza-
ción de la mayoría de bienes y ser-
vicios a nivel mundial, se empezó a 
reconocer que si bien los consumi-
dores son la población objetivo, en 
tanto demandantes de productos 
y/o servicios, en la mayoría de 
relaciones de mercado, debido 
a las dinámicas propias de la 
producción a gran escala, los 
consumidores no pueden 
negociar con los producto-
res o prestadores las con-
diciones de los productos 
o servicios que necesi-
tan consumir, sino que 

les toca adquirir lo que el mercado ofrece, es decir, a 
diferencia de muchas relaciones contractuales donde 
las dos partes se ponen de acuerdo en las caracterís-
ticas y las condiciones del contrato, en las relaciones 
de consumo, que muchas veces también están me-
diadas por contratos (compraventa, de condiciones 
uniformes, de prestación de servicios)1 , los consu-
midores se ven obligados a aceptar las condiciones 
impuestas por los prestadores o productores; esto en 
términos jurídicos se conoce como adhesión, donde 
el contratante sólo da su consentimiento para decir 
que acepta las condiciones impuestas, pero no entra 
a negociar ni acordar nada con la parte prestadora 
del servicio o productora/comercializadora del pro-
ducto. La única opción que le queda a los consumi-
dores cuando no están de acuerdo con los bienes o 
servicios ofrecidos es no adquirirlos, pero esto pue-
de significar quedarse también sin poder satisfacer la 
necesidad pendiente.
 
Lo anterior significa que en la práctica, los consu-
midores en muchas situaciones se encuentran en si-
tuación de desigualdad respecto de los productores o 
prestadores, estos están en una posición dominante y 
los consumidores, están en una posición de desven-
taja al momento de decidir libremente lo que desean 
o requieren consumir. Esa desigualdad se ve reflejada 
en muchos otros aspectos que pueden poner en ries-
go a los consumidores, por ejemplo: 

•	 En la elaboración de bienes como ropa o calzado 
sólo los fabricantes conocen realmente los ma-
teriales que utilizan y la procedencia de los mis-
mos. 

1	  Como ejemplos de contratos que median en la relación de 
consumo tenemos: la compra que hacemos de una bicicleta (donde se 
da un contrato de compraventa); el pago que hacemos del servicio de 
energía eléctrica o agua potable que llega a nuestras casas (que se rige 
por contratos de condiciones uniformes, donde todos los usuarios 
están sometidos a las mismas condiciones, de ahí su nombre); y el 
contrato de telefonía móvil o televisión por cable (donde se contrata 
la prestación de servicios, que son ofrecidos por diversos operadores), 
entre muchos otros.
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•	 En la producción de comestibles y bebidas, sólo 
los productores conocen a ciencia cierta los in-
gredientes y aditivos utilizados, los procesos de 
producción y las condiciones bajo las que llegan 
a una tienda, supermercado, o punto de distribu-
ción, los productos que ofrecen. 

•	 La industria farmacéutica cuenta con laborato-
rios donde continuamente experimentan para 
crear nuevos medicamentos, pero esos experi-
mentos son a puerta cerrada, de modo que esta 
reserva deja una vez más a los consumidores con 
poca información al respecto. 

•	 Las empresas de aviación disponen de flotas de 
aviones para vender vuelos de acuerdo con la 
ley de oferta y demanda; fijan los precios de los 
pasajes y los horarios de vuelo de manera uni-
lateral, de modo que los pasajeros una vez más 
deben adherirse a lo que ofrecen. 

Ante esta realidad y en aras de evitar que los con-
sumidores resulten perjudicados por el desbalance 
en las relaciones de consumo, en la década de los 
60s, algunos Estados empezaron a reconocer que los 
consumidores tienen derechos, que se convierten a 
la vez en deberes y obligaciones en cabeza de los pro-
ductores y prestadores de bienes y servicios. 

Cuando se empezó a dar la reivindicación fáctica y 
jurídica de los derechos humanos, estos se erigieron 
como límites al abuso del poder de los gobernantes 
y demás abusos de unos sobre otros, de alguna ma-
nera, también podríamos afirmar que los derechos 
de los consumidores surgen como límites necesarios 
al abuso de los productores de bienes y prestadores 
de servicios, cuyo desarrollo y eficacia brindan he-
rramientas ágiles de acción y protección a los con-
sumidores.



¿Cuáles son los derechos de 
los consumidores? 
En Colombia el artículo 78 de la Constitución Polí-
tica de 1991 es pilar fundamental de los derechos de 
los consumidores2  y por eso se transcribe a conti-
nuación: 

“Artículo 78. La ley regulará el control 
de calidad de bienes y servicios ofrecidos 
y prestados a la comunidad, así como la 
información que debe suministrarse al 
público en su comercialización. Serán res-
ponsables, de acuerdo con la ley, quienes 
en la producción y en la comercialización 
de bienes y servicios, atenten contra la sa-
lud, la seguridad y el adecuado aprovisio-
namiento a consumidores y usuarios. El 
Estado garantizará la participación de las 
organizaciones de consumidores y usua-
rios en el estudio de las disposiciones que 
les conciernen. Para gozar de este derecho 
las organizaciones deben ser representati-
vas y observar procedimientos democráti-
cos internos.” 

2	  “(…) el Derecho del Consumidor tiene en el Derecho 
Constitucional una fuente normativa que fundamenta una con-
cepción altamente garantista como derecho humano, porque más 
que ciudadanos y titulares abstractos o concretos de libertades y 
derechos, hoy más que nunca las personas nos desenvolvemos en 
sociedad ante todo como sujetos que consumen.” Magdalena Correa 
Henao “El Estatuto del Consumidor: aspectos generales sobre la 
naturaleza, ámbitos de aplicación y carácter de sus normas. Pág. 94.

De este artículo se deriva entonces un mandato inequí-
voco para el legislador con el objetivo que a través 
de la ley adopte medidas efectivas para controlar la 
calidad y la información que debe ser suministrada a 
los consumidores, sobre los bienes y servicios que les 
ofrece el mercado. A su vez, aclara que quienes con 
sus productos pongan en riesgo la salud, la seguridad 
y el bienestar de los consumidores, deberán respon-
der por ello. Y por último la Constitución consagra 
que a los consumidores y usuarios se les debe garan-
tizar el derecho a participar en las decisiones que los 
afecten. 

Ahora bien, 20 años después de la expedición de la 
Constitución Política de Colombia, el legislador pro-
mulgó la Ley 1480 de 2011 o “Estatuto del Consu-
midor” regulando en él varios de los aspectos relati-
vos al ejercicio de los derechos de los consumidores. 
Según este estatuto los consumidores tienen los si-
guientes derechos: 

1.1. Derecho a recibir productos de ca-
lidad: en otras palabras, que el producto sí cum-
pla con las condiciones anunciadas y esté respaldado 
con la garantía legal.

1.2. Derecho a la seguridad e indemni-
dad: es decir, que los productos ofrecidos no pon-
gan en riesgo ni perjudiquen a quien los consume.



1.3. Derecho a recibir información; sobre 
este derecho es necesario resaltar las características 
que según la ley, debe tener la información, a saber: 
“información completa, veraz, transparente, oportu-
na, verificable, comprensible, precisa e idónea res-
pecto de los productos que se ofrezcan o se pongan 
en circulación, así como sobre los riesgos que pue-
dan derivarse de su consumo o utilización, los me-
canismos de protección de sus derechos y las formas 
de ejercerlos”3 .

1.4. Derecho a recibir protección contra 
la publicidad engañosa, la cual se entiende 
como “Aquella cuyo mensaje no corresponda a la 
realidad o sea insuficiente, de manera que induzca 
o pueda inducir a error, engaño o confusión.”4  De 
acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico, para 
hacer efectivo el derecho de estar protegidos contra 
la publicidad engañosa, el Estado debe adoptar me-
didas idóneas al respecto.   

1.5. Derecho a la reclamación, que puede 
ser ejercido cada vez que el consumidor considere 
que debe ser reparado por que sufrió algún daño, 
con ocasión del consumo de cierto bien o servicio. 

1.6. Protección contractual, esto es, derecho 
a que los contratos de adhesión no tengan cláusulas 
abusivas.

3	 Artículo 3, Ley 1480 de 2011.
4	  Artículo 5, numeral 13 de la Ley 1480 de 2011.

1.7. Derecho de elección, que según la Ley 
es poder elegir libremente los bienes y servicios que 
se requiera. Recordemos aquí que para poder hacer 
elecciones libres, lo primero que se les debe garanti-
zar a los consumidores, es información cierta y ve-
rificable sobre los bienes o servicios ofrecidos por 
productores y prestadores; si la información es in-
completa, falsa o confusa, es decir si está viciada, la 
elección también lo estará. 

1.8. Derecho a la participación, los con-
sumidores tienen derecho a asociarse en defen-
sa de sus derechos e intereses, tienen derecho a 
participar y a que quienes cumplen funciones 
públicas los escuchen a la hora de adoptar le-
yes o reglamentos que les conciernen. 

1.9.  Derecho de representación, 
esto es, los consumidores pueden delegar 
su participación en los representantes 
que elijan, que bien pueden ser personas 
naturales o jurídicas. 

1.10.	 “Derecho a informar: 
Los consumidores, sus organizacio-
nes y las autoridades públicas ten-
drán acceso a los medios masivos 
de comunicación, para informar, 
divulgar y educar sobre el ejer-
cicio de los derechos de los 
consumidores.” 5 

5	  Artículo 3, Óp. cit.
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1.11.	 Derecho a la educación: es decir re-
cibir educación respecto a nuestros derechos como 
consumidores.

1.12.	 Derecho a la igualdad, que en palabras 
de la Ley significa “Ser tratados equitativamente y de 
manera no discriminatoria.”6

  
Aunque muchos de estos derechos parecieran “es-
tar de más” pues garantizan las condiciones míni-
mas de respeto que deben tener los productores y 
prestadores por los consumidores que demandan 
sus productos, la verdad es que la naturaleza del 
mercado actual, donde los oferentes de bienes y 
servicios (productores y prestadores) producen 
bienes con el objetivo de generar ganancias 
para sí mismos, hace que en algunos casos el 
fin lucrativo los lleve a vulnerar los derechos 
mencionados, anteponiendo el interés de 
volver más rentable su actividad, a la cali-
dad e idoneidad de los productos, y como 
el consumidor tiene necesidad de consu-
mir, entonces acepta los productos en 
las condiciones en que se las ofrece el 
mercado, confiando en que la calidad 
del producto es la anunciada por el 
productor o prestador, pero sin 
poder tener la certeza de que en 
efecto lo anunciado o publicitado 
corresponde con la realidad. 

6	 Artículo 3, Op. Cit.

¿Cuántas personas pueden afirmar que conocen con 
certeza los materiales y el proceso con que son ela-
borados los comestibles que consumen, o utiliza? 
¿Cómo saben por ejemplo si las mochilas que ven-
den en Bogotá como mochilas Wayuú realmente fue-
ron tejidas por indígenas pertenecientes a esa etnia? 
¿Cómo pueden estar seguras de que el endulzante 
utilizado en una bebida producida industrialmente 
es azúcar y no jarabe de maíz u otro edulcorante sin-
tético, máxime cuando ni siquiera esta información 
aparece declarada en la etiqueta del producto?

Aquí es donde surge uno de los principales deberes 
de los productores y prestadores de bienes y servi-
cios, el deber de informar, que tiene como sujetos 
de protección a los consumidores quienes, por ende, 
son titulares del derecho a acceder a la información, 
que debe cumplir con las características antes men-
cionadas. 

Muchas veces lo que ocurre en el proceso de satis-
facer necesidades o antojos a través del mercado, es 
que los consumidores dan un voto de confianza en 
lo que les ofrecen, ahora bien, si son defraudados 
bien sea porque la publicidad los engañó, o el bien o 
servicio adquirido les causó algún daño, o la calidad 
del producto era deficiente, pueden exigir el cumpli-
miento de los derechos que los protegen ante los da-
ños y para prevenir los riesgos en los que los deja la 
innegable relación desigual en la que se encuentran 
en tanto consumidores, en el modelo actual de mer-
cado. 
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¿Qué alcances han tenido a nivel 
judicial las acciones ejercidas 
por los consumidores?
Los consumidores son sujetos de protección por par-
te del Derecho del Consumo7 , disciplina jurídica 
que reivindica los derechos de los que son titulares 
en su condición de consumidores. Como parte de ese 
mundo jurídico que los protege, en Colombia existen 
múltiples decisiones judiciales que permiten enten-
der el alcance de nuestros derechos y a continuación 
se resaltan algunos casos emblemáticos que decantan 
dicho alcance: 

Jurisprudencia de la Corte 
Constitucional de Colombia 

Desde sus primeros años de funcionamiento, la 
Corte que vela por la eficacia de los mandatos de 
la Constitución Política de 1991 se ha pronunciado 
sobre conflictos donde resultan afectados los consu-
midores; como ejemplo, se mencionan las siguientes 
decisiones: 

- Sentencia C- 1141 de 2000: en este fallo la 
Corte analizó la constitucionalidad de unas normas 

7	 Con el nombre de “Derecho del Consumo” es como se 
conoce a la rama del Derecho especializada en regular las relaciones 
existentes entre consumidores, productores, distribuidores y pro-
veedores de bienes y servicios, es decir, las relaciones presentes en la 
cadena de consumo.

del anterior Estatuto del Consumidor, Decreto 3466 
de 1982, y definió que los derechos de los consumi-
dores tienen varias facetas. La Corte definió que es 
fundamental que los consumidores puedan partici-
par en las decisiones que los afectan, que las institu-
ciones del Estado deben velar por la garantía de una 
participación efectiva de parte de esta población y 
a su vez, deben disponer de todos los medios posi-
bles para garantizar la eficacia de los derechos de los 
consumidores, los cuales no se limitan únicamente 
a obtener en el mercado bienes o servicios, sino que 
productores y proveedores deben cumplir con unas 
condiciones mínimas de calidad y verdadera satisfac-
ción de las necesidades, lo cual es esencial para ha-
blar de garantía de los derechos de los consumidores, 
y además deben reparar los daños que puedan llegar 
a ocasionar sus productos; la Corte dijo entonces:  

“Los derechos del consumidor, no se ago-
tan en la legítima pretensión a obtener 
en el mercado, de los productores y dis-
tribuidores, bienes y servicios que reúnan 
unos requisitos mínimos de calidad y de 
aptitud para satisfacer sus necesidades, 
la cual hace parte del contenido esencial 
del derecho del consumidor. El derecho del 
consumidor, cabe advertir, tiene carácter 
poliédrico. Su objeto, en efecto, incorpo-
ra pretensiones, intereses y situaciones 
de orden sustancial (calidad de bienes y 
servicios; información); de orden procesal 
(exigibilidad judicial de garantías; indem-
nización de perjuicios por productos de-
fectuosos; acciones de clase etc.); de orden 
participativo (frente a la administración 
pública y a los órganos reguladores).



Los poderes públicos, en las instancias de 
producción y aplicación del derecho, en la 
permanente búsqueda del consenso que 
es característica del Estado social y mi-
sión de sus órganos, deben materializar 
como elemento del interés público que ha 
de prevalecer, el de la adecuada defensa 
del consumidor, para lo cual deben habi-
litarse procedimientos y mecanismos de 
participación y de impugnación con el fin 
de que sus intereses sean debidamente tu-
telados. La apertura y profundización de 
canales de expresión y de intervención de 
los consumidores, en los procesos de de-
cisión de carácter público y comunitario, 
pertenecen a la esencia del derecho del 
consumidor, puesto que sin ellos los inte-
reses difusos de este colectivo, que tienen 
carácter legítimo, dejan de proyectarse en 
las políticas públicas y en las actuaciones 
administrativas, con grave perjuicio para 
el interés general y la legitimidad de la 
función pública, llamada no solamente a 
aplicar el derecho preexistente sino a ge-
nerar en torno de sus determinaciones el 
mayor consenso posible.        

La Constitución ordena la existencia de 
un campo de protección en favor del con-
sumidor, inspirado en el propósito de res-
tablecer su igualdad frente a los producto-
res y distribuidores, dada la asimetría real 
en que se desenvuelve la persona que acu-
de al mercado en pos de la satisfacción de 
sus necesidades humanas. Sin embargo, 

la Constitución no entra a determinar los 
supuestos específicos de protección, tema 
este que se desarrolla a través del ordena-
miento jurídico. El programa de protec-
ción, principalmente, se determina a par-
tir de la ley, los reglamentos y el contrato.”8  

- Sentencia – T-466 de 2003: en este caso 
la Corte analiza si es procedente o no, iniciar 
una Acción Popular (regulada por la Ley 472 de 
1998) para proteger derechos de los consumi-
dores y luego de explicar el alcance de la mis-
ma la Corte concluye que:

“Tratándose de la protección de los 
derechos de los consumidores, no se 
requiere entonces la existencia de un 
daño, tampoco la de un perjuicio, 
ni hay lugar mediante el ejercicio 
de una acción colectiva a una in-
demnización reparatoria, como 
ya se dijo. Lo que el legislador 
protege es el derecho de quie-
nes adquieran un producto o 
servicio determinado a no 
resultar defraudados en la 
confianza pública que el 

8	  Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-1141 de 2000, 
M.P: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Pág. 22
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productor debe honrar permanentemente 
y con respecto a todos. Es la simple posi-
bilidad de que lo ofrecido no corresponda 
a la realidad en calidad, cantidad, condi-
ciones de higiene y demás especificaciones 
particulares del producto o del servicio, lo 
que merece la protección del Estado. Son, 
como se ve, los denominados en otras le-
gislaciones “intereses difusos”, que no obs-
tante serlo, tienen sin embargo la protec-
ción prevista por el legislador y decretada 
luego, en cada caso, por el juez.”9  (Subra-
yado agregado al texto original).

- Sentencia C-583 de 2015: en esta de-
cisión la Corte declaro que el artículo 24 del 
Estatuto del Consumidor sí puede ser consi-
derado acorde con la Constitución (es decir 
lo declaró constitucional), aunque precisó 
que el mismo debía ser ajustado (en un 
plazo de 2 años) por el Congreso de la 
República, en el sentido que los consu-
midores también tienen derecho a que 
dentro de la información que les de-
ben proporcionar los productores de 
comidas o bebidas, les informen si 
estos están siendo elaborados con 
Organismos Genéticamente Mo-
dificados (OGM). 

En esta sentencia la Corte ex-
plica la clara relación que exis-
te entre el derecho de acceso 
a la información y la salud 
de los consumidores, a sa-
ber:

9	 Corte Constitucio-
nal de Colombia, Sentencia 
T-466 de 2003, M.P: Alfredo 
Beltrán Sierra. Pág. 18.

 “En el presente caso, el juicio de constitu-
cionalidad es estricto debido a la impor-
tancia del derecho a informar y el derecho 
de los consumidores a recibir información, 
el cual cumple varias funciones esenciales 
en nuestro ordenamiento, “(i) en primer 
lugar, garantiza el derecho de los consu-
midores a la información relevante sobre 
los productos alimenticios que consumen, 
dándole sentido al núcleo esencial de su 
derecho a la información.  (ii) En segundo 
lugar, habilita a los consumidores a elegir 
de una manera libre los productos alimen-
ticios que deseen consumir, conforme a su 
propia orientación de vida, respetando así 
el núcleo esencial del derecho a elegir, que 
compete al consumidor y que está ligado 
claramente a la expresión de su libre desa-
rrollo de la personalidad. En tercer lugar, 
(iii) garantiza la protección y prevención 
en materia de salud, al admitir los riesgos 
presuntos o eventuales ligados con aspec-
tos del desarrollo de estos productos que 
son desconocidos hasta el momento por 
la sociedad, sobre la base del principio de 
precaución. [y] (iv) cumple una función 
instrumental, al facilitar el seguimiento a 
estos productos por parte de las autorida-
des correspondientes.”10 

- Sentencia T-543 de 2017: en esta senten-
cia la Corte Constitucional acumuló dos tutelas que 
fueron interpuestas contra la Superintendencia de 
Industria y Comercio (SIC) quien en septiembre de 
2016 censuró un anunció informativo que Educar 
Consumidores estaba difundiendo en algunos cana-
les de televisión y radio a nivel nacional; sin ningún 
tipo de notificación previa ni vinculación a investi-
gación alguna, luego que POSTOBON S.A. presen-
tara una queja contra el anuncio en radio y televisión 
sobre los riesgo y daños que genera el consumo de 

10	 Corte Constitucional, sentencia C-583 de 2015. M.P. Gloria 
Stella Ortiz Delgado, fundamento jurídico N° 83

12
DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES,

LLAMADO A LA ACCIÓN





bebidas azucaradas, la SIC le ordenó a Educar cesar 
de forma inmediata la difusión del anuncio y remitir 
todas las piezas informativas que Educar pretendiera 
publicar en cualquier medio de comunicación o red 
social, para que antes de la publicación, dicha enti-
dad estatal decidiera si autorizaba la publicación o 
no, es decir, la SIC incurrió en censura previa, lo cual 
está prohibido por el artículo 20 de la Constitución.
 
En esta sentencia la Corte concedió la tutela de los 
derechos a la libertad de expresión, el debido pro-
ceso y el derecho a informar, en cabeza de Educar 
Consumidores, y al mismo tiempo, concedió la tute-
la que habían interpuesto un grupo de consumidores 
que con la censura que cometió la SIC, padecieron 
la transgresión de su derecho a acceder a la infor-
mación. En esta decisión la Corte retomó algunos de 
los argumentos sobre lo fundamental que es poder 
acceder a información cierta y comprensible para los 
consumidores, y cómo el derecho a la información 
se convierte además en uno de los determinantes so-
ciales de la salud, adicionalmente la Corte hizo una 
clara diferenciación entre la información que publi-
ca una organización en el marco de una campaña 
de salud pública, y la información que publican los 
comerciantes de productos que son publicitados con 

ánimo lucrativo, esta última, puede tener un control 
más estricto del Estado, mientras que la primera es 
fruto del ejercicio legítimo del derecho fundamental 
a la libertad de expresión, y por ende cualquier con-
trol que se pretenda hacer sobre ella, debe ser limita-
do, así, la Corte argumentó lo siguiente: 

(…) “En tal sentido, y conforme con lo 
expuesto en los antecedentes del caso, se 
tiene que los mensajes transmitidos por 
Educar Consumidores -que es una enti-
dad sin ánimo de lucro y que no promo-
ciona ningún producto- se enmarcan en 
una campaña de salud pública que, más 
allá de influir en una decisión de consu-
mo, pretendían advertir de los riesgos que 
en la salud puede tener el consumo excesi-
vo de bebidas azucaradas, lo cual funda-
mentó dicha asociación en los numerosos 
estudios que allegó a la SIC, y que nun-
ca fueron estudiados por dicha entidad 
pública (supra, antecedentes N° 2.6). En 
otras palabras, el mensaje transmitido 
por Educar Consumidores se enmarca en 
la categoría de “información” y no de “pu-



blicidad”, lo cual es de especial relevancia 
dado que, como lo ha mencionado la Cor-
te Constitucional, “la publicidad es desa-
rrollo del derecho a la propiedad privada, 
a la libertad de empresa y a la libertad 
económica, antes que aplicación de la li-
bertad de expresión, razón suficiente para 
que la publicidad y la propaganda comer-
cial estén sometidas a la regulación de la 
“Constitución económica”, lo que supone 
(…) un mayor control.

Para la Sala, los numerales 6 y 9 del ar-
tículo 59 del Estatuto del Consumidor no 
facultan a la Superintendencia de Indus-
tria y Comercio a realizar ningún tipo 
de control previo frente a la información 
como medida preventiva. Así, y a pesar de 
que el numeral 9 indique que la SIC pue-
de “ordenar las medidas necesarias para 
evitar que se cause daño o perjuicio a los 
consumidores”, lo cierto es que la inter-
pretación de dicha disposición no puede 
ser contraria a lo establecido en la Cons-
titución Política, específicamente su artí-
culo 20”.11 

11   Sentencia T-543 de 2015, M.P: Diana Fajardo Rivera, Pág.50. 

De estas decisiones jurisprudenciales se resalta que: i) 
Los derechos de los consumidores no se agotan en la 
simple acción del consumo, sino que deben estar pro-
tegidos de modo que se garantice que no habrá daño 
para los consumidores; ii) Los derechos de los con-
sumidores tienen funciones preventivas, pues buscan 
evitar que ocurra un daño con el consumo de algún 
producto y, funciones reparatorias, cuando lamenta-
blemente se configura un perjuicio con ocasión del 
consumo, y es necesario que los productores o pres-
tadores entren a repararlo; iii) Uno de los derechos 
que más merece protección, en tanto se relaciona 
directamente con otros derechos como la salud por 
ejemplo, es el acceso a la información, y como se ha 
reiterado en este documento, está en cabeza de los 
productores y proveedores de bienes y servicios 
cumplir con su deber de informar y corresponde 
a las instituciones estatales velar porque se esté 
cumpliendo con este y los demás derechos; iv) 
La información que proporcionan quienes 
buscan generar conciencia sobre los peligros 
de consumir ciertos productos, no puede 
ser considerada como información publi-
citaria, y por ende, no puede ser controla-
da ni censurada previamente, en cambio 
la información proporcionada con el fin 
de persuadir a la población a comprar 
un producto, la información dada con 
fines lucrativos, sí es información 
publicitaria y ésta sí está sujeta a 
controles más estrictos por parte 
de las instituciones del Estado. 

15DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES,

LLAMADO A LA ACCIÓN



Llamado a la acción
Una vez analizados los derechos de que son titulares 
los consumidores, es posible afirmar que no deben 
estar sometidos, ni estar en situación de vulnerabili-
dad en cuanto a los productos que les ofrece el mer-
cado, es decir, con fundamento en la normatividad 
existente, tienen la potestad de exigir productos de 
buena calidad, que no pongan en riesgo su salud o 

integridad y en caso de que lleguen a sufrir algún 
daño, tienen derecho a acceder a mecanismos ági-
les para repararlo. 

Ahora bien ¿qué pasa cuando en la práctica los 
productores están usando ingredientes que 
son nocivos para la salud? en aras de prote-
gerla, le corresponde al Estado tomar medi-
das para prohibir ese uso, esto es así en tan-
to su deber de protección de los derechos 
humanos y en específico de los derechos 
de los consumidores, y en consecuencia 
los productores tienen que acogerse a 
las medidas que establezca el Estado 
para proteger dichos derechos, es 
decir, debe modificar la producción 
que es nociva para la salud.  

Por su parte, si bien es cierto los 
consumidores tienen el deber 
de informarse, no estan llama-
dos a hacer un estudio técni-
co ni un análisis o investiga-
ción profunda sobre lo que 
contiene un producto, o 
cuándo éste caduca por 
ejemplo, ahí es cuando 
también entra el Esta-

do a regular la información y el tipo de información 
que los productores están obligados a dar, porque no 
se les puede exigir como consumidores respecto al 
deber de informarse, que tengan que investigar pro-
fundamente de qué está compuesto cada producto, 
de hecho, como se ha explicado previamente, la im-
portancia de reconocer a los consumidores como su-
jetos de derecho viene dada de esa desigualdad 
y desequilibrio que hay entre productores y 
consumidores; y es el Estado el llamado a 
garantizar que la información sea cierta, 
suficiente, clara, compresible y dé cuen-
ta de los contenidos reales de los bienes 
que producen y comercializan.  

Finalmente, los consumidores tienen el 
poder para exigir productos de calidad, 
productos que no resulten nocivos, tienen 
el poder de cambiar el mercado, si empiezan 
a empoderarse y a exigir el cumplimiento de 
los preceptos jurídicos que fueron desarro-
llados para su protección, se darán cuenta de 
todo el potencial que tienen al ejercer sus 
derechos, al momento de buscar un sis-
tema de producción distinto, que no 
responda meramente al interés mer-
cantil de productores y prestadores, 
sino que obedezca a necesidades 
reales, que satisfaga la demanda 
responsable y sostenible humana y 
ambientalmente. 

Es hora de que los consumidores em-
prendan acciones en favor de un consumo 
consciente y responsable consigo mismos y 
con su entorno, tienen el poder de mejorar la 
calidad de vida en el Planeta Tierra. 
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